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asunto, la ratificación era necesaria. Prevaleció en fin de
cuentas esta última tesis pero, mientras tanto, como
miembro del Comité de Expertos que redactó el Proto-
colo, el orador pensó que una posible solución del pro-
blema sería la inclusión en el Protocolo de una cláusula
sobre la entrada en vigor provisional. Una estipulación
de ese tipo representa una útil posición intermedia entre
el tratado en forma simplificada y el tratado que sólo
entra en vigor una vez cumplidos todos los requisitos,
entre ellos la ratificación.
99. A su juicio, el artículo 24 debería mantenerse tal
y como se adoptó en 1962, a reserva tan sólo de cambios
de estilo y no de fondo.

100. El Sr. LACHS está de acuerdo con el Sr. Reuter
acerca del enunciado de la primera parte del artículo; la
disposición se refiere en realidad a la aplicación con
carácter provisional de las cláusulas del tratado.
101. En cuanto a la sugestión del Sr. Rosenne de que
se abrevie la frase inicial, debe señalar que ésta se refiere
a dos casos distintos: primero, cuando en el tratado se
estipula que va a entrar en vigor provisionalmente; se-
gundo, cuando en virtud de un otro instrumento poste-
rior las disposiciones del tratado entran en vigor pro-
visionalmente.
102. Coincide con el Sr. de Luna en que a veces nunca
llega a aclararse la situación en lo que respecta a la ra-
tificación o no ratificación de un tratado. Cuando un tra-
tado entraña sólo un acto, tal situación puede aclararse
pronto, pero cuando se hallan en juego varias decisiones,
la materia puede permanecer en suspenso durante largo
tiempo. Ha habido muchos casos de tratados que han
quedado durante años en el programa de los órganos
legislativos facultados para ratificarlos sin que se haya
hecho nada a ese respecto. Quizá pudiera resolverse la
cuestión estipulando que los Estados deben aclarar su
posición dentro de un plazo razonable.
103. En semejantes casos se plantea la cuestión de a
quién incumbe el derecho de iniciativa al respecto; a su
juicio, ese derecho debe dejarse en todo caso a cada uno
de los Estados interesados. Algunos quizá prefieran un
tratado provisional a no tener ningún tratado en absolu-
to, y otros pueden estimar conveniente poner fin a los
vínculos provisionales si la otra parte no llega a ratificar
el tratado. Como se trata de un asunto delicado, no con-
viene obligar a los Estados a actuar de una manera de-
terminada. La estructura misma de las relaciones con-
tractuales exige proceder con cautela, puesto que son
muchos los factores que hay que tener en cuenta y es
difícil prever las circunstancias en que entrarán en juego.

Se levanta la sesión a las 13 horas.
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791.a SESIÓN

Miércoles 26 de mayo de 1965, a las 10 horas

Presidente: Sr. Milan BARTOS

Presentes: Sr. Ago, Sr. Amado, Sr. Briggs, Sr. Ca-
dieux, Sr. Castren, Sr. El-Erian, Sr. Elias, Sr. Jiménez

Derecho de los tratados

(A/CN. 4/175 y Add. 1 a 3; A/CN. 4/177 y Add.l;
A/CN.4/L.107)
(continuación)

[Tema 2 del programa]

ARTÍCULO 24 (Entrada en vigor provisional)1 (conti-
nuación)

1. El PRESIDENTE invita a la Comisión a seguir
examinando el artículo 24.

2. El Sr. BRIGGS dice que el artículo 24 es diferente
del artículo 17, que establece determinadas obligaciones
que la buena fe impone hasta la entrada en vigor del
tratado a los Estados que han participado en la prepa-
ración de su texto. En el caso previsto en el artículo 24,
en cambio, los participantes estipulan que se apliquen
determinadas disposiciones del tratado mientras se efec-
túe el canje de ratificaciones. Hay tratados que prevén
que algunas de sus cláusulas, por ejemplo las relativas a
delimitación de fronteras, se apliquen inmediatamente.
El Tratado de 1946 entre Estados Unidos de América y
Filipinas, que es de distinta naturaleza, estipula que en-
trará en vigor con el canje de las ratificaciones, pero
que sus artículos 2 y 3 se aplicarán inmediatamente 2.
3. Desde el punto de vista de la redacción, prefiere
una fórmula como la sugerida por el Sr. Reuter, por
ejemplo: «...hasta su entrada en vigor se aplicarán al-
gunas disposiciones del tratado». A propósito, resulta
un tanto inexacto y ambiguo emplear en ese contexto el
término «partes», como se hace en las líneas primera y
última de la versión revisada propuesta por el Relator
Especial, puesto que un Estado sólo llega a ser parte
cuando queda obligado por un tratado. Esta objeción se
aplica especialmente a la última línea, que se refiere al
caso en que un Estado, al que erróneamente se denomina
«parte», no ratifique el tratado.
4. Personalmente, cree que existe un acuerdo accesorio
o secundario sobre la aplicación provisional de todas las
cláusulas del tratado, o de algunas de ellas, y que hay
«partes» de ese acuerdo. Si la aplicación provisional se
prevé en el mismo tratado, cabe decir que los Estados
interesados son partes en un acuerdo no solemne sobre
tal aplicación. La naturaleza jurídica del acto puede de-
finirse diciendo que el mismo instrumento contiene dos
tipos de transacciones: el tratado propiamente dicho y
el acuerdo sobre su aplicación provisional hasta la entra-
da en vigor definitiva.

5. El Sr. AGO dice que el artículo 24 trata de dos
situaciones completamente distintas. La primera, que

1 Vid. pan. 70 de la 790.a sesión.
2 Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 7, pág. 11.



114 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional. Vol. I

mencionó el Sr. Reuter en la sesión anterior, es cuando
el tratado mismo no entra en vigor antes del canje de
ios instrumentos de ratificación o aprobación; mediante
una especie de acuerdo secundario distinto del tratado,
las partes, en el momento de la firma, convienen en apli-
car provisionalmente algunas o incluso todas las cláusu-
las del tratado.
6. La segunda situación, más importante, es la que la
Comisión consideró en 1962 y que el Relator Especial
ha tenido en cuenta al proponer su texto revisado: el
tratado entra realmente en vigor en el momento de la
firma pero queda sujeto a ratificación posterior; ésta no
hace sino confirmar lo que ya existía desde el momento
de la firma. Podría decirse que en ese caso el tratado en-
tra en vigor bajo condición resolutoria. Si la ratificación
no se efectúa oportunamente, el tratado cesa de estar en
vigor; no obstante, habrá estado mientras tanto rigiendo
y habrá producido efectos desde el momento de la firma
hasta que deja de estar en vigor por falta de ratificación.
7. La Comisión no debe emplear fórmulas como: «has-
ta su entrada en vigor... entrará en vigor provisional-
mente», ya que la entrada en vigor no puede darse dos
veces. Si tiene lugar en el momento de la firma, la rati-
ficación no hace sino confirmarla; a falta de ratificación,
el tratado deja de estar en vigor por aplicación de una
condición resolutoria. En cambio, si la entrada en vigor
sólo se produce en el momento de la ratificación, lo que
sucede en el intervalo entre la firma y la ratificación es
que determinadas cláusulas del tratado se aplican provi-
sionalmente en virtud de un acuerdo secundario entre las
partes, y es sólo este acuerdo el que entra en vigor.
8. El artículo es importantísimo en vista de la práctica
de los Estados. Personalmente ha tenido conocimiento de
ciertos textos de tratados en los que claramente se indi-
caba que el tratado entraría en vigor con la firma, pero
ulteriormente se sometería a ratificación. Un tratado de
este género está todavía en vigor al cabo de diez años
de la firma, sin que haya sido ratificado aún.

9. El Sr. TSURUOKA no cree que el artículo sea tan
importante.
10. Cuando el tratado entre en vigor con la firma, como
en la segunda de las situaciones mencionadas por el
Sr. Ago, el caso seguramente se regirá por el artículo 23
según el cual un tratado entra en vigor en la forma que
prescriban sus disposiciones. Que posteriormente la en-
trada en vigor sea confirmada por la ratificación, o que
el tratado deje de estar en vigor por falta de ratificación,
ello dependerá lisa y llanamente de la aplicación de las
cláusulas del tratado relativas a la ratificación. No sabe
si esa interpretación está admitida por la doctrina, pero
la cree posible en la práctica.

11. En la primera de las situaciones mencionadas por
el Sr. Ago lo que ocurre es que entra en vigor un acuer-
do distinto del tratado, de conformidad con el artícu-
lo 23; el tratado se aplica entonces provisionalmente con
arreglo a las condiciones establecidas en ese acuerdo ac-
cesorio.
12. Todo lo que habría que conservar del artículo 24
se reduciría pues a la regla de que, a falta de disposicio-
nes relativas al fin de la aplicación provisional del tratado

en virtud del acuerdo accesorio, ha de presumirse que
termina la vigencia del tratado cuando una de las partes
notifique su intención de no ratificarlo. Pero la omisión
de tal regla no significaría para las transacciones inter-
nacionales un gran riesgo. Por ello, se inclina a pensar
que el artículo 24 o al menos una buena parte de él, de-
bería suprimirse.

13. El Sr. CASTREN, complementando sus observa-
ciones de la sesión anterior, dice que al examinar con
más detenimiento el comentario hecho por la Comisión
en 1962 al artículo 24, y las observaciones de los go-
biernos al mismo, ha advertido que la traducción fran-
cesa del párrafo 2 del comentario3 difiere del texto ori-
ginal inglés en un punto que ha suscitado observaciones
del Gobierno de Suecia (A/CN.4/175, sección I. 20).
Según el texto inglés, la aplicación provisional del tratado
termina, entre otros casos, cuando no cabe duda de que
el tratado no va a ser ratificado o aprobado por una de
las partes, en tanto que la traducción francesa dice:
«lorsqu'il devient évident que le traité ne sera ratifié ou
approuvé par aucune des parties» [es decir, por ninguna
de las partes]. Su opinión personal, que ya expuso en la
sesión precedente y que parece compartir el Sr. Lachs,
es que sería preferible en realidad esta última solución.
14. Una tercera y quizá mejor solución sería sustituir
en el nuevo texto del Relator Especial las palabras «una
de las partes», por la frase «un número determinado o
una categoría dada de Estados cuya participación en el
tratado sea necesaria para su entrada en vigor».
15. Apoya las observaciones del Sr. Lachs en la sesión
anterior sobre otras cuestiones relacionadas con el ar-
tículo 24.

16. El Sr. AGO, contestando al Sr. Tsuruoka, dice que
no insiste en que la Comisión incluya en el artículo 24
una disposición que comprenda la segunda de las situa-
ciones que ha mencionado, es decir, el caso en que un
tratado entre en vigor en el momento de la firma y haya
de ser ratificado ulteriormente. Como dijeron los Sres.
Lachs y de Luna en el debate sobre el artículo de la
firma, ese caso puede tratarse en el contexto de las dis-
posiciones relativas a los efectos de la firma, aunque, a
juicio del orador, lo que ha de determinarse en ese caso
especial es el momento en que el tratado entra en vigor,
más que el momento en que el Estado da su consenti-
miento en obligarse por el tratado.
17. En todo caso, la primera de las situaciones de que
él ha hablado, la de la aplicación provisional a que se
refirió el Sr. Reuter, debería mencionarse en el artícu-
lo 24. Si los Estados deciden que el tratado no entrará
en vigor hasta que haya sido ratificado, pero acuerdan
aplicar algunas de sus cláusulas inmediatamente, es fácil
explicar esa situación diciendo que existe un acuerdo
secundario distinto del tratado incluso si figura en una
cláusula de éste o si va implícito en su texto. Sin embar-
go, a ese efecto, una de las cláusulas del tratado mismo
ha de interpretarse de ese modo y la cláusula tendría
que ser aislada del conjunto del tratado. La cuestión es
de bastante importancia para que la Comisión se ocupe

3 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962>
vol. II, texto inglés pág. 182 y texto francés pág. 202.
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de ella explícitamente, sin remitirse a la interpretación
del tratado.

18. El PRESIDENTE interviene como miembro de la
Comisión y dice que está convencido de que el artículo
es de gran importancia no sólo en la práctica sino tam-
bién desde el punto de vista doctrinal y jurídico. En tre-
ce años de práctica en el Ministerio de Relaciones Exte-
riores, ha tenido ocasión de ver muchos casos de tratados
que han entrado en vigor provisionalmente.
19. Conviene distinguir entre las dos situaciones seña-
ladas en el artículo 24 y otra que la Comisión no ha
previsto; a saber, cuando durante las negociaciones las
partes acuerdan un régimen provisional aplicable hasta
que aquéllas terminen. Esa situación nada tiene que ver
con la entrada en vigor provisional de un tratado.
20. La teoría en los últimos años distingue también
entre la entrada en vigor provisional y el caso de que un
tratado se desdoble en un tratado provisional y un tra-
tado definitivo, cada uno con finalidades diferentes.
21. La cuestión de la entrada en vigor provisional de
los tratados se plantea no sólo en la esfera internacional
sino también en la nacional. Si el tratado verdaderamente
ha entrado en vigor, sus disposiciones automáticamen-
te prevalecen sobre las del derecho interno de los países
que, cada vez en mayor número, reconocen la primacía
del derecho internacional. Por el contrario, si el tratado
sólo se aplica provisionalmente, la mayoría de los siste-
mas jurídicos consideran la situación como un expedien-
te práctico que no introduce las normas de derecho in-
ternacional en el derecho interno.
22. Además, si hay solamente aplicación provisional
de normas que no son las del tratado, se plantea la cues-
tión de si en la práctica funciona o no la cláusula de la
nación más favorecida.
23. Después de la segunda guerra mundial, Yugoslavia
concertó con diversos países tratados de paz que pres-
cribían en idénticos términos : primero, que a partir de la
firma del tratado cesaría el estado de guerra entre los
dos países; y segundo, que el tratado sería ratificado.
Por ello, inmediatamente después de la firma los dos
países pudieron establecer relaciones diplomáticas, co-
merciales y marítimas, concertar tratados, etc.; y el acto
solemne de la ratificación del tratado de paz sólo se efec-
tuó ulteriormente. Entre los dos países, la cuestión del
estado de paz o del estado de guerra dependía de un pro-
cedimiento parlamentario complicado, pero las necesida-
des de la vida cotidiana les imponían desentenderse de
todo lo relacionado con el estado de guerra, aun en el
sentido técnico del término. Cabría preguntarse si en ese
caso existía una condición resolutoria y qué habría ocu-
rrido si el tratado de paz no hubiera sido ratificado. ¿Es-
taban los Estados jurídicamente en una situación de vali-
dez provisional del tratado que habría cesado si la
ratificación hubiese llegado a ser improbable?

24. Los problemas que acaba de evocar brevemente
muestran cuan necesario es enunciar una norma como
la propuesta en el artículo 24. Las relaciones interna-
cionales se facilitarían dando a los Estados la posibilidad
de poner en vigor provisionalmente ciertos tratados antes
de la ratificación, no como mero expediente práctico sino

con todas las consecuencias jurídicas de su entrada en
vigor. Comprende la resistencia del Sr. Reuter a esta-
blecer en el orden jurídico algo que podría luego anularse
sin violación alguna de las normas. Pero por su parte
está convencido de que la entrada en vigor provisional
confiere realmente validez y determina una obligación
jurídica; incluso si ulteriormente el tratado caducase por
falta de ratificación, esa desaparición del tratado no
tendría efecto retroactivo ni le impediría haber perma-
necido en vigor durante algún tiempo. Ha existido un
régimen jurídico que ha producido sus efectos y bajo el
cual se han creado situaciones; por consiguiente, no
puede decirse que la cuestión sea puramente abstracta.
25. En conclusión, apoya la idea básica del artícu-
lo 24, si bien reconoce como justificadas muchas de las
objeciones que se han hecho a la forma del texto. Co-
rresponde al Comité de Redacción proponer uno nuevo
que responda a esas objeciones.

26. El Sr. TSURUOKA no ha querido en modo alguno
negar que en la práctica internacional haya casos a los
que sean aplicables las disposiciones del artículo 24.
Ahora bien, a pesar de las explicaciones de alto valor
científico dadas por el Sr. Ago y por el Presidente, no
está convencido de que esos casos no estén regulados
por el párrafo 1 del artículo 23 y por las disposiciones
concernientes a la aplicación y a la terminación de los
tratados. Por ello, había sugerido suprimir o modificar
considerablemente el artículo 24.
27. Si la Comisión mantiene ese artículo, debe indicar
muy claramente cuál es la naturaleza de la obligación que
liga a los dos Estados partes en el tratado cuando éste
entra en vigor provisionalmente. Cree que en ese caso
hay una obligación clara, jurídica, proveniente de un
acuerdo colateral, muy a menudo en forma simplificada,
o de un acuerdo tácito entre las partes interesadas.

28. El Sr. TUNKIN no se opone al artículo 24, aunque
sus disposiciones describen una práctica existente en vez
de expresar una norma jurídica. Sabe por experiencia
que no es raro que un tratado bilateral esté sujeto a ra-
tificación pero entre en vigor inmediatamente después
de la firma. Esta provisionalidad de la entrada en vigor
se estipula expresamente a veces, pero casi siempre está
sólo implícita.
29. No está de acuerdo con el Sr. Reuter en que se tra-
ta de un caso de aplicación provisional de ciertas cláusu-
las del tratado, más que de la entrada en vigor de éste.
El tratado mismo entra en vigor, pero entonces hay en
realidad dos series de cláusulas finales. Así, el tratado
estipulará la terminación al cabo de cierto tiempo y pre-
via notificación en la forma prescrita. No obstante, por
lo que respecta a la entrada en vigor provisional hay una
posibilidad correlativa: que la no ratificación surta efec-
tos de denuncia.

30. Abriga dudas acerca de la cláusula final del texto
revisado del Relator Especial, que dice: «o hasta que se
haga evidente que una de las partes no lo va a ratificar
o, en su caso, aprobar». El Comité de Redacción debe
enunciar una norma más estricta. Es preciso que el Es-
tado interesado haga una exposición clara, pues no es
cosa de quedarse en meras conjeturas. Por consiguiente,
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sugiere que más o menos se diga: «...cuando una de las
partes informe a las otras de que no va a ratificar o, en
su caso, a aprobar el tratado».

31. El Sr. PESSOU dice que en 1963 catorce Estados
africanos firmaron una Convención de asociación con la
Comunidad Económica Europea. No toda esa Conven-
ción era aplicable inmediatamente, por ejemplo sus dis-
posiciones sobre el derecho de establecimiento de los
nacionales de Estados miembros y de las sociedades do-
miciliadas en el territorio de éstos, pero había otras que
entraron en vigor en seguida. Teniendo en cuenta ese y
otros ejemplos, considera que debe mantenerse el ar-
tículo 24.

32. El Sr. ROSENNE dice que tiene mucho funda-
mento la observación del Sr. Tunkin de que el Estado
que no se propone ratificar debe estar obligado a indicar
de alguna forma su decisión, sobre todo en el caso de los
tratados bilaterales; tal vez convendría incluir una dispo-
sición al respecto en algún otro lugar del proyecto. Puede
citar el caso de un tratado entre Israel y un país europeo
de sistema bicameral, donde una de las cámaras del Par-
lamento aprobó la ratificación del tratado y la otra no;
por un descuido administrativo el gobierno de aquel país
no señaló el estado de cosas y sólo al cabo de varios años
se descubrió que el tratado yacía en los archivos del
Parlamento. En casos semejantes existe por lo menos un
deber de cortesía de notificar lo sucedido a la otra parte
contratante.
33. Desea subsanar una omisión propia en la sesión
precedente y dejar bien sentado que apoya la observación
del Sr. Jiménez de Aréchaga de que el artículo 24 no
debe redactarse en términos que puedan dar la impresión
de que sólo se aplica a tratados bilaterales. Sería con-
veniente incluir una disposición sobre entrada en vigor
provisional en ciertos tratados multilaterales, como los
tratados de codificación del tipo de las dos Convenciones
de Viena sobre relaciones diplomáticas y consulares.

34. El Sr. REUTER pregunta si la Comisión desea
recordar a los Estados que se les brindan ciertas posibi-
lidades o si quiere restringir esas posibilidades. Por su
parte, opina que no deben limitarse y, si los demás miem-
bros comparten este criterio, la Comisión deberá guar-
darse de redactar una disposición restrictiva de tales po-
sibilidades que en la práctica son muy variadas. Hay una
amplia gama de soluciones, desde las más estrictas a las
que sólo imponen obligaciones muy vagas.
35. Por ejemplo, puede ocurrir que un tratado imponga
ciertas obligaciones a él inherentes sobre la aplicación
inmediata de determinadas disposiciones, en cuyo caso
las cláusulas sobre entrada en vigor y terminación de su
vigencia serían consideradas como variantes de otras
cláusulas. En este supuesto no tienen los Estados mu-
chas posibilidades de acción, pues las normas de derecho
constitucional serían forzosamente las mismas para to-
das las obligaciones estipuladas en un único instrumento.
36. También puede ocurrir que del texto se desprenda
claramente que la aplicación inmediata de ciertas nor-
mas es objeto de una obligación distinta, aun cuando
esté incorporada al texto. Tal solución podría ser muy
útil porque, desde el punto de vista del derecho consti-

tucional, esa obligación sería más fácil de aceptar que
una obligación definitiva.

37. Cabe una tercera posibilidad; la de una obligación
menos estricta, por ejemplo cuando no hay verdadera-
mente tratado sino una especie de declaración unilateral
por la que cada Estado afirma su propósito de observar
cierta conducta; es lo que se denomina compromisos pa-
ralelos. De ese modo los Estados pueden expresar su
intención de aplicar ciertas normas mientras no hayan
notificado que dejan de aplicarlas. Esa cláusula depende
exclusivamente de la voluntad de una de las partes y
no hay motivo alguno para prohibir el procedimiento
si puede ser de utilidad.
38. Por consiguiente, si la Comisión puede elaborar un
texto que exprese las muchas posibilidades que tienen
los Estados, él se inclinará por mantener el artículo;
pero si la Comisión no logra redactar tal disposición, el
artículo debe suprimirse pues en lugar de ampliar una
institución útil entorpecerá su funcionamiento en ciertos
casos.

39. El Sr. ELIAS está plenamente de acuerdo con las
observaciones del Sr. Reuter. Precisamente porque había
previsto la posibilidad que indica el Sr. Reuter, propuso
en la sesión anterior la supresión del artículo 24. Duda
de que la Comisión pueda llegar a un acuerdo sobre el
texto del artículo.

40. El Sr. AGO comparte enteramente el criterio del
Sr. Reuter de que la Comisión redacte uno o dos artícu-
los sobre dos supuestos distintos.
41. Uno de ellos es el del tratado que entra en vigor
en el momento de su firma pero queda sujeto a ratifica-
ción y, por consiguiente, su entrada en vigor está sujeta
a una condición resolutoria. Este caso dista mucho de ser
teórico y tiene gran importancia.
42. En el segundo supuesto, con objeto de dar a las
partes mayor libertad de acción, no entra en vigor el
tratado sino sólo algunas de sus cláusulas en virtud de
un acuerdo distinto. El tratado mismo entrará en vigor
en el momento de su ratificación, pero las partes acuer-
dan aplicar provisionalmente algunas de sus disposicio-
nes. Desde el punto de vista de la teoría, lo que sucede es
que en ese caso nace otro acuerdo en forma simplificada.

43. El Sr. TSURUOKA dice que la palabra «provi-
sional» no es muy adecuada al contexto y debe susti-
tuirse por otra.

44. El Sr. LACHS no cree que haya gran diferencia
entre los criterios de algunos miembros y la solución
propuesta por el Sr. Reuter. Tampoco cree que nadie
haya defendido la limitación de la libertad de los Esta-
dos en esta materia. Se tiene el decidido propósito de
dejar a los Estados la máxima libertad en cuanto a la
aplicación provisional de los tratados y a las modalida-
des de esa aplicación, aunque protegiendo los derechos
de terceros. A este respecto, la orientación que el Rela-
tor Especial ha dado al proyecto parece mantener el
necesario equilibrio. El artículo tiene utilidad y ahora
puede remitirse al Comité de Redacción para que ela-
bore un texto satisfactorio.
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45. El Sr. CADIEUX propone que, con arreglo a la
distinción establecida por el Sr. Ago, se emplee una de-
nominación distinta para cada uno de los diversos tipos
de acuerdos.
46. Si se considera el tratado como un tratado princi-
pal que liga la voluntad de las partes y cuyas cláusulas
en su totalidad han de entrar en vigor en el momento de
la firma, sujeta a posterior confirmación o cancelación,
entonces se trata de un acuerdo condicional. Se plantea
en tal caso otra cuestión de carácter secundario : ¿en qué
momento se cumplirá la condición? La expresión «hasta
que se haga evidente», en el nuevo texto que propone el
Relator Especial, no basta como orientación para los
Estados. El Comité de Redacción debe estudiar con
mucha atención este problema.
47. El otro acuerdo o tratado accesorio es verdadera-
mente de carácter provisional, pues desaparece cuando
el tratado principal entra en vigor definitivamente; por
ello se presta a menos objeciones calificar ese acuerdo de
«provisional» para diferenciarlo del otro y dejar a los
Estados completa libertad para determinar el número de
disposiciones del acuerdo principal que quieren incor-
porar al acuerdo secundario o colateral.
48. Si puede hacerse esa distinción, habrá que resol-
ver luego si esos acuerdos provisionales deben ser men-
cionados en el texto mismo. Quizás esta cuestión con-
cierne a la libertad de las partes en las negociaciones; por
consiguiente, basta indicar que tiene amplia libertad de
acción y que esos acuerdos preliminares pueden adoptar
diferentes formas, sin que sea necesario incluir en el texto
mismo una disposición explícita al respecto.

49. El Sr. AMADO dice que los Estados tienen liber-
tad para expresar su voluntad en el propio tratado y
pueden disponer su entrada en vigor en espera de que
se lleven a cabo otros actos. Opina que se debe mante-
ner el artículo, aunque no le satisface el término «pro-
visional»; pero se trata de un defecto terminológico que
puede remediarse.

50. El Sr. JIMÉNEZ de ARÉCHAGA considera es-
pecialmente útil el artículo 24, precisamente por las di-
ficultades de orden constitucional que a veces demoran la
ratificación. El artículo permite a los Estados salvar los
obstáculos de orden constitucional poniéndose de acuer-
do para la entrada en vigor provisional del tratado. Sus
disposiciones cumplen una finalidad útilísima precisa-
mente porque recogen en gran medida la práctica exis-
tente; los Estados que tengan dificultades de orden cons-
titucional podrán justificar así la legitimidad de esa
práctica.

51. Coincide también con el Sr. Tunkin en que se debe
requerir de algún modo que el Estado que haya decidido
no ratificar el tratado lo notifique.
52. Pide muy encarecidamente que se mantenga el tér-
mino «provisional» para calificar la «entrada en vigor»;
la exactitud teórica exige que la Comisión se atenga a la
terminología de uso corriente en la práctica actual de los
Estados.

53. Por lo que se refiere a la distinción que propone
el Sr. Ago, no cree que exista diferencia entre las dos

situaciones que ha mencionado. Los Estados que, como
los de América Latina, quieren superar sus dificultades
de orden constitucional pueden decidir la entrada en vi-
gor provisional de todo el tratado. La única diferencia
efectiva se da con respecto a las cláusulas finales, que
tienen condición jurídica propia según ha reconocido la
Corte Internacional de Justicia.

54. El Sr. TUNKIN conviene con el Sr. Ago en que
existen dos posibilidades pero, por motivos prácticos, no
cree que hayan de estar previstas en el artículo 24. La
entrada en vigor provisional es importante y el artícu-
lo 24 debe mantenerse para regularla; por otro lado, si
las partes acuerdan la entrada en vigor de algunas de las
disposiciones de un tratado, establecen en realidad un
acuerdo distinto. La naturaleza de esos acuerdos varía
mucho y por ello sería poco práctico referirse a un solo
tipo de ellos; el no mencionar ese supuesto en el artícu-
lo 24 no significa que las partes no puedan acordar la
aplicación de determinados artículos de un tratado antes
de la entrada en vigor definitiva de éste.

55. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, dice
que la discusión no ha revelado una gran divergencia de
opiniones, aunque los miembros sostengan diferentes
puntos de vista sobre lo que debe figurar en el artículo.
Quizás algunas de las dificultades de la Comisión pro-
vienen de que al introducir en 1962 un artículo sobre la
entrada en vigor provisional tuvo la impresión de que se
trataba de una novedad. Hubo también entonces la im-
presión de que debía ponerse sumo cuidado en tal dispo-
sición por sus repercusiones constitucionales. Así, el
debate de 1962 puso de manifiesto cierta resistencia a
utilizar la expresión «entrada en vigor» sin ningún cali-
ficativo, ya que desde el punto de vista constitucional es
muy posible que el tratado sea uno de los que no pueden
celebrarse sin ratificación pero que al propio tiempo sea
urgente aplicar sus cláusulas. La situación ha cambiado
ahora algo y la Comisión, en general, parece estar firme-
mente convencida de que se trata de un fenómeno co-
rriente que ha llegado a ser parte normal de la práctica
en materia de tratados.

56. Es importante especificar las situaciones a que se
refiere el artículo. Sus disposiciones tratan de prever
tanto el caso de que el propio tratado estipule la entrada
en vigor provisional como el de que se concierte un
acuerdo distinto a tal efecto. Al considerar ambas situa-
ciones en términos generales, quizá la Comisión ha pa-
sado por alto la existencia de la tercera que ha señalado
el Sr. Reuter, es decir, cuando la intención de las partes
no es poner el tratado en vigor, sino sólo aplicar algunas
de sus disposiciones provisionalmente. El artículo 24
debe redactarse de manera que abarque las dos situa-
ciones mencionadas en primer lugar y el Comité de Re-
dacción quizá debería tratar de prever también la ter-
cera, aunque quizá no sea fácil redactar la disposición ya
que se refiere a la entrada en vigor provisional del trata-
do más bien que a la aplicación de sus cláusulas.

57. Convendría también que el Comité de Redacción
estudiase si el artículo 24 debe prever, como lo hace aho-
ra, no sólo la entrada en vigor provisional, sino también
la terminación del tratado. En 1962, cuando la Comisión
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adoptó el artículo 24, no había redactado todavía las dis-
posiciones relativas a la terminación de los tratados.
Quizá sea necesario volver a examinar ahora, teniendo
en cuenta esas disposiciones, las referencias que en el
artículo se hacen a la terminación.

58. Desde el punto de vista terminológico, quizá sería
más exacto hablar de entrada en vigor «temporal» que
de entrada en vigor «provisional», ya que lo que se halla
en juego es el elemento tiempo. La situación podría ca-
lificarse también desde el punto de vista de la condición
resolutoria que la crea. Sin embargo, coincide con el
Sr. Jiménez de Aréchaga en que conviene conservar el
término «provisional» por ser el que casi invariablemen-
te utilizan los Estados en los instrumentos que firman.

59. Acepta la sugestión de que las disposiciones del
artículo 24 no se limiten a los tratados bilaterales; no fue
tal la intención del orador y el texto habrá de mejorar-
se para que no haya riesgo alguno de que se reciba esa
impresión. Efectivamente, hay buen número de trata-
dos multilaterales que prevén la entrada en vigor pro-
visional.

60. El PRESIDENTE sugiere que la propuesta del
Relator Especial sea remitida al Comité de Redacción,
que la examinará teniendo en cuenta todas las sugestio-
nes y objeciones hechas durante el debate.

Así queda acordado 4.

ARTÍCULO 8 (Partes en un tratado)

Artículo 8

Partes en un tratado

1. En el caso de un tratado multilateral general, todo
Estado podrá ser parte en el tratado, salvo que el tratado
mismo o el reglamento en vigor en una organización in-
ternacional dispusiere lo contrario.

2. En todos los demás casos, podrá ser parte en el
tratado todo Estado:

a) que hubiere participado en la adopción del texto
del tratado,

b) al cual el tratado mismo le reconociere la facul-
tad de ser parte en el tratado, o

c) que, aunque no hubiere participado en la adop-
ción del texto, hubiere sido invitado a asistir a la confe-
rencia en la cual se hubiere redactado el tratado, salvo
que el tratado dispusiere lo contrario.

61. El PRESIDENTE invita a la Comisión a examinar
el artículo 8. No obstante, antes de pedir al Relator Es-
pecial que haga la presentación del texto revisado del
artículo, desea señalar las respuestas preparadas por la
Secretaría a las preguntas que hizo el Sr. Rosenne en
la 782.a sesión. Tales preguntas y respuestas son:

Preguntas

A. ¿Cuál es la práctica que sigue el Secretario Ge-
neral, como autoridad encargada del registro conforme
al Artículo 102 de la Carta, cuando recibe para su re-
gistro, o para su archivo e inscripción, tratados celebra-
dos: a) entre un Miembro de las Naciones Unidas y un

* Vid. reanudación del debate en los párrs. 38 a 56 de la
814.a sesión.

Estado que no es miembro de las Naciones Unidas ni de
ningún organismo especializado; y b) entre dos o más
Estados, ninguno de los cuales es miembro de las Na-
ciones Unidas ni de ningún organismo especializado? Si
ha aceptado esos tratados para su registro, o para su ar-
chivo e inscripción, ¿se halla el Secretario General en
posición de informar acerca de las reacciones de los go-
biernos con respecto al registro de tratados celebrados
por Estados comprendidos en esa última categoría?

B. ¿Puede el Secretario General informar a la Co-
misión si otras autoridades con funciones de depositarios
— gobiernos y secretarías — han adoptado una actitud
semejante a la posición del Departamento de Estado de
los Estados Unidos que se indica en el párrafo 5 de las
observaciones y propuestas que hace el Relator Espe-
cial en relación con el artículo 8 en su cuarto informe
(A/CN.4/177, pág. 76)?

Respuestas

A.l. No es raro que el Secretario General reciba
para su registro tratados celebrados por un Miembro de
las Naciones Unidas y por un Estado que no es miem-
bro de las Naciones Unidas ni de los organismos espe-
cializados. Cuando el tratado ha sido presentado por un
Estado Miembro, el hecho de que una de las partes no
fuera miembro no ha sido obstáculo para el registro.

2. Uno de los primeros casos {Repertorio de la prác-
tica seguida por los órganos de las Naciones Unidas,
vol. V, art. 102, párrs. 41 y 42) fue el registro por un
Estado Miembro de un acuerdo celebrado con España,
que no era todavía miembro de la Organización. Otro
Miembro envió una comunicación al Secretario General
en la que alegaba que el registro de ese acuerdo era in-
compatible con las resoluciones 23 (I) y 39 (I) y pedía
que se anulara la anotación correspondiente en el Re-
gistro. En su respuesta, el Secretario General lamentaba
no poder atender la petición de que se suprimiese del
Registro el mencionado acuerdo. Los argumentos se re-
sumen en el Repertorio.

3. Otros casos {Repertorio de la práctica seguida por
los órganos de las Naciones Unidas, Suplemento N.° 1,
vol. II, art. 102, párrs. 12-23) se plantearon en rela-
ción con el registro en 1955 y 1956 por un Miembro
de las Naciones Unidas de acuerdos celebrados con la
República Popular Democrática de Corea, la República
Democrática Alemana y la República Popular de China.
Los números de la publicación mensual Statement of
Treaties and International Agreements registered or filed
and recorded with the Secretariat (correspondientes a
noviembre de 1955 y enero de 1956), que se refieren al
registro de esos acuerdos, así como los números poste-
riores de tal publicación, contienen una nota preliminar
en la que se explica la posición de la Secretaría. En esa
nota se declara en parte:

«5. ... En lo que respecta al registro de oficio y el
archivo e inscripción en los casos en que, según el re-
glamento, le incumbe tomar la iniciativa, la Secreta-
ría tiene necesariamente competencia para tratar la
cuestión en todos sus aspectos.
«6. En los demás casos, es decir, cuando una parte
en un tratado o en un acuerdo internacional presenta
un instrumento para que se registre o para que se ar-
chive e inscriba, la Secretaría lo examina a fin de
determinar si pertenece a la categoría de los acuerdos
que deben ser registrados o a la de los que deben ser
archivados e inscritos, y para asegurarse, además, de
que reúne todas las condiciones especificadas en el re-
glamento... Sin embargo, como las expresiones "tra-
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tado" y "acuerdo internacional" no han sido defi-
nidas ni en las disposiciones pertinentes de la Carta ni
en las del reglamento, la Secretaría, al ejercer las fun-
ciones que le incumben en virtud de dichas disposi-
ciones, se atiene por principio a la actitud adoptada
a ese respecto por el Estado Miembro que pide que
el instrumento se registre, o sea que, en la medida en
que concierne a este Estado como parte contratante,
el instrumento constituye un tratado o un acuerdo in-
ternacional en el sentido del Artículo 102. De ello se
desprende que el hecho de haber efectuado el regis-
tro de un instrumento presentado por un Estado
Miembro no implica ningún juicio de la Secretaría
acerca de la naturaleza del instrumento, la condición
jurídica de una de las partes o cualquier otra cuestión
análoga. La Secretaría considera pues que sus actos
no confieren a un instrumento la calidad de "tratado"
o de "acuerdo internacional" si dicho instrumento no
la posee ya, y que tampoco confieren a una de las
partes una condición que sin ellos no poseería.»

4. Después de haberse publicado los números de
noviembre de 1955 y de enero de 1956 de la publica-
ción Statement, los representantes de los Estados Uni-
dos, el Reino Unido, la República de China, la URSS
y las Filipinas enviaron al Secretario General varias co-
municaciones que aparecen resumidas en el pasaje ci-
tado del Suplemento del Repertorio. Todas ellas recal-
caban que el registro de un tratado en la Secretaría no
surtía efectos jurídicos en lo que respectaba a la condi-
ción de los regímenes que no reconocían; en varias de
ellas se declaraba además que su silencio sobre tal re-
gistro no menoscababa en modo alguno su posición en
cuanto al carácter de esos regímenes.

5. En cuanto a casos más recientes, solamente se re-
cuerda un ejemplo. En relación con el registro por Polo-
nia del Protocolo de La Haya de 28 de septiembre
de 1955 por el que se modifica el Convenio de Varso-
via de 12 de octubre de 1929 para la unificación de
ciertas reglas relativas al transporte aéreo internacional,
el Observador Permanente de la República Federal de
Alemania, en nota verbal dirigida al Secretario General,
tras referirse al hecho de que en la lista de las partes
presentada por Polonia figuraba la República Democrá-
tica Alemana, declaraba que esta última «no puede haber
adquirido la calidad de parte en ese Protocolo, ya que
conforme a los artículos 20 y 22, éste constituye un
acuerdo entre Estados, y la llamada República Demo-
crática Alemana no es un Estado sino tan sólo una parte
de Alemania, bajo ocupación extranjera». Pedía asimis-
mo que su comunicación fuera señalada a la atención
de todos los Estados partes en el Protocolo.

6. En su respuesta, el Secretario General decía que
la mencionada nota

«...se refiere a una cuestión respecto a la cual el
medio normal de comunicarse con los Estados inte-
resados o de hacer constar una objeción, ha de ser el
depositario del Protocolo de que se trata. Por no ser
depositario de ese Protocolo, el Secretario General no
cree que entra dentro de sus funciones, conforme al
Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, dis-
tribuir a los Estados partes en el Protocolo la comu-
nicación del Observador Permanente. »

Posteriormente, refiriéndose a esa respuesta, el Observa-
dor Permanente de la República Federal de Alemania
informó al Secretario General que, atendiendo a lo so-
licitado por su Gobierno, el Gobierno de los Estados
Unidos de América había hecho llegar al Gobierno po-
laco una declaración en la que señalaba «que la llamada

República Democrática Alemana, por no ser un Esta-
do, no puede haber adquirido la calidad de parte en ese
Protocolo, ni puede por tanto figurar en la lista de los
Estados partes en ese Protocolo que fue registrada en la
Secretaría General de las Naciones Unidas». Agregaba
que todos los Estados partes en dicho Protocolo habían
sido notificados de tal declaración. El Secretario General
no adoptó ninguna disposición sobre tal comunicación.

7. Se advertirá que todos los casos citados se refie-
ren a tratados presentados para su registro por Miem-
bros de las Naciones Unidas. Nunca un Estado no miem-
bro ha presentado para su registro un tratado celebrado
con un Miembro.

8. En lo que respecta a la segunda parte de la pre-
gunta, el Secretario General no ha recibido hasta ahora
para su archivo e inscripción ningún tratado celebrado
por dos o más Estados, ninguno de los cuales fuera
miembro de las Naciones Unidas ni de ningún organis-
mo especializado.

B.l. El Secretario General no tiene ninguna informa-
ción que suministrar acerca de la práctica de los Esta-
dos cuando reciben de gobiernos a quienes no recono-
cen instrumentos relativos a tratados de los que son de-
positarios.

2. Puede, sin embargo, mencionarse un caso, a sa-
ber, el de Suiza, que es la Alta Autoridad de la Unión
de Berna para la Protección Literaria y Artística y que,
como tal, es responsable de hacer las notificaciones re-
lativas a las convenciones de la Unión, aun cuando los
textos e instrumentos conexos se depositen en poder de
otros gobiernos. Después de la guerra, la República Fe-
deral de Alemania hizo una declaración en el sentido
de que la Convención de Roma, de la que había sido
parte el Reich alemán, era nuevamente aplicable en su
territorio. Suiza, como Alta Autoridad, notificó a las
partes de esta medida y varias de ellas, que no recono-
cían a la República Federal, protestaron. Algunos meses
después, la República Democrática Alemana hizo tam-
bién una declaración en el sentido de que la Convención
de Roma era nuevamente aplicable en su territorio y la
Alta Autoridad distribuyó de nuevo una notificación a
las partes. Varias de éstas, que no reconocían a la Repú-
blica Democrática, formularon protestas. Seguidamente,
Suiza distribuyó una comunicación en la que declaraba
que había distribuido la notificación en su carácter de
Alta Autoridad, y que al hacerlo así había actuado sin
perjuicio de su propia posición en relación con el reco-
nocimiento de la República Democrática. El Gobierno
suizo agregaba que, a su juicio, la cuestión debía zan-
jarse por la Conferencia de la Unión.»

62. Se han recibido por escrito unas observaciones del
Sr. Liu, en las que, en resumen, afirma que desde el
punto de vista de la doctrina y de la práctica de los Esta-
dos, la idea de la universalidad, según la cual todo Estado
o entidad tiene derecho a ser parte en un tratado, es
incompatible de hecho con la propia naturaleza de és-
tos, y que el punto de vista justo es el que aparece en las
observaciones del Gobierno del Japón; a saber, que la
cuestión de la participación en un tratado debe dejarse
siempre a la decisión de los Estados participantes en la
conferencia.

63. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, dice
que en el 14.° período de sesiones, el artículo 8 provocó
gran divergencia de pareceres y tras un prolongado de-
bate sólo se aprobó su texto final por escasa mayoría.
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En su cuarto informe, analiza las observaciones hechas
por los gobiernos y por los miembros de las delegaciones
de la Sexta Comisión, que reflejan análoga divergencia de
opiniones sobre el artículo. Aunque su parecer es el de la
minoría, ha considerado que su obligación como Relator
Especial es proceder conforme a la opinión general ma-
nifestada en 1962; en consecuencia, presenta un texto
revisado según el modelo del de 1962, pero abreviado y
ligeramente modificado a fin de tener en cuenta una ob-
servación del Gobierno de Suecia que considera justifi-
cada. El texto dice así:

«Cuando de un tratado no se dedujere qué Estados
pueden ser partes en el mismo,

a) en el caso de los tratados multilaterales gene-
rales, podría ser parte todo Estado; y

b) en los demás casos, podría ser parte todo Es-
tado que hubiere participado en la redacción del tra-
tado o que hubiere sido invitado a la conferencia en
que se redactó.»

64. En sus observaciones señala algunas prácticas de
los depositarios, acerca de las cuales ha publicado datos
muy útiles el American Journal of International Law s?
en torno a una cuestión que ocupó la atención de la Co-
misión durante su 14.° período de sesiones, a saber, la
deUcada situación de un depositario cuando el tratado
contiene la fórmula «todo Estado» en relación con la
participación. En la Comisión se defendieron dos tesis
al respecto: una favorable al tipo de norma que final-
mente se incluyó en el artículo 8, en el sentido de que
cuando el tratado nada dice debe aplicarse la fórmula
«todo Estado»; y la otra que estimaba que debía tenerse
en cuenta la práctica de las Naciones Unidas con res-
pecto a los tratados multilaterales generales redactados
bajo sus auspicios.

65. La documentación facilitada por la Secretaría en
respuesta a las preguntas hechas por el Sr. Rosenne en la
782.a sesión arroja nueva luz sobre los puntos discuti-
dos, pero no añade mucho a los datos que él da en su
informe. Esa documentación indica que la fórmula «todo
Estado» ha de crear, por razones obvias, mayores difi-
cultades al Secretario General de las Naciones Unidas
en sus funciones de depositario, o a cualquier otro se-
cretario de una organización internacional que se en-
cuentre en la misma situación, que a los gobiernos,
cuando existan dudas en cuanto a la condición jurídica
de una entidad. Parte de la información reunida por la
Secretaría se refiere a las funciones del Secretario Gene-
ral como autoridad encargada del registro de tratados,
lo que, por supuesto, es un asunto distinto.

66. La Comisión deseará también tener en cuenta las
observaciones del Sr. Liu, que ya han sido distribuidas.

67. El Sr. BRIGGS ha preparado, para sustituir a los
artículos 8, 9 y 13, un nuevo proyecto de artículo 13
(Adhesión) que está concebido en los siguientes tér-
minos:

«1. A los efectos de los presentes artículos, ad-
hesión es el acto por el cual un Estado, que no ha

firmado, ratificado ni aprobado un tratado, acepta
como obligatorias las disposiciones del tratado.

2. A menos que se disponga de otro modo en el
propio tratado, un Estado podrá adherirse a un tra-
tado

a) únicamente después de que el tratado haya
entrado en vigor, y

b) ya sea
i) con el consentimiento de todas las partes

en el tratado; o
ii) de conformidad con cualesquiera disposi-

ciones por las que se abra el tratado a la
adhesión, adoptadas de acuerdo con los
artículos 65 y 66.»

68. Por el momento, no hablará de la estrecha relación
existente entre los artículos 8 y 9 (en cierto sentido al-
gunos miembros consideran que este último puede susti-
tuir al primero) ni de la vinculación de los artículos 9
y 13, sino del artículo 8 como tal y del principal proble-
ma que suscita, es decir, la definición de tratado multi-
lateral general.
69. La Comisión decidió tratar por separado el pro-
blema de la adhesión de los nuevos Estados a tratados
multilaterales antiguos que, como los concertados bajo
los auspicios de la Sociedad de las Naciones, por fuerza
de las circunstancias están ya cerrados, pero el orador
duda de que todos esos tratados de la Sociedad de las
Naciones puedan calificarse de tratados multilaterales
generales, a pesar del título del informe correspondiente
del Secretario General, que es «Tratados multilaterales
generales concertados bajo los auspicios de la Sociedad
de las Naciones» 6. El Relator Especial se ha ocupado de
esto como problema de adhesión en el párrafo 3 de sus
observaciones sobre el artículo 9.
70. La segunda cuestión que plantea el artículo 8 es
la prevista en el apartado c) del párrafo 2 del texto ori-
ginal y en el apartado b del nuevo texto del Relator
Especial, pero ni aquel texto ni el comentario de 1962
aclararon en forma debida por qué la Comisión había
estimado importante conceder privilegios especiales a los
Estados que hubieran intervenido en la preparación de
un tratado sin suscribir posteriormente su texto o que
no hubieran atendido la invitación para asistir a la con-
ferencia en la cual el tratado hubiese sido redactado.
Sin duda no hay necesidad de tal trato, siempre que el
instrumento esté abierto a la adhesión.
71. Asimismo, no parece claro el significado exacto de
la frase «en los demás casos» que figura en el aparta-
do b del nuevo texto del Relator Especial: probable-
mente lo que quiso decir es «en cualquier caso».
72. Dejando de lado los aspectos políticos, hay que
considerar dos cuestiones jurídicas. La forma usual en
que un Estado que no ha participado en la redacción
del texto puede llegar a ser parte en el tratado es la ad-
hesión o, lo que es menos corriente, un procedimiento
análogo que algunos tratados prevén; a saber, la adhe-
sión por firma. Aparte de eso, el llamado derecho de
participación no es tanto materia del derecho de los tra-

5 American Journal of International Law, vol. 58 (1964),
s. 170 a 175. 6 Documento A/5759.
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tados como del derecho a participar en una conferencia
internacional. En la medida en que el pretendido dere-
cho de participación es una cuestión jurídica, podría tra-
tarse en el artículo relativo a la adhesión y no debe figu-
rar en absoluto en el artículo 8. El Relator Especial, en
el párrafo 3 de sus observaciones al artículo 9, indica
que el propósito de la Comisión fue facilitar la apertura
a los nuevos Estados de ciertas categorías de tratados
multilaterales cerrados. Ahora bien, no cabe duda de que
eso puede lograrse sin recurrir a un principio general tan
vago como el propuesto en el párrafo 1 del artículo 8.
73. La segunda cuestión consiste en determinar si es
posible elaborar una definición del tratado multilateral
general que sirva de base a una nueva norma de lege
ferenda por la cual todo Estado pueda llegar a ser
parte, salvo que se disponga otra cosa en el tratado mis-
mo o en virtud de las normas y prácticas de una organi-
zación internacional. En el 14.° período de sesiones la
Comisión, sin pretender definir el tratado multilateral,
intentó dar el concepto del tratado multilateral general,
primordialmente por referencia al contenido, e insinuan-
do al menos por presunción tácita que en dichos trata-
dos deben intervenir gran número de participantes. La
fórmula a que llegó ha sido criticada justamente por los
gobiernos. Por su parte, está tentado a preguntar qué
número de Estados superior a tres se requiere para
transformar un tratado multilateral en un tratado mul-
tilateral general, punto que no aclara la definición de la
Comisión. Se ha intentado, siempre en vano, establecer
distintas categorías jurídicas de tratados en función de
su contenido; uno de esos intentos fue el de Lord
McNair en un interesante artículo publicado hace algu-
nos años en el British Yearbook of International Law.
74. La definición expuesta en el apartado c del párra-
fo 1 del artículo 1 del texto de 1962 es vaga y jurídica-
mente imprecisa. El criterio de que tales tratados hayan
de versar sobre asuntos de interés general para todos los
Estados es inutilizable, ya que puede aplicarse a cual-
quier tratado de paz bilateral, armisticio o pacto regio-
nal de seguridad. El Relator Especial ha desechado ese
criterio, en vista de las objeciones de varios gobiernos.
Queda aún el otro, o sea, que el tratado multilateral
general es concerniente a normas generales de derecho
internacional; pero también se da esa característica en
muchas otras clases de tratados, por ejemplo en trata-
dos bilaterales como el Tratado de Washington de 1871
entre el Reino Unido y los Estados Unidos de América 7

antes de someter a arbitraje las reclamaciones de Ala-
bama, ciertos tratados regionales y convenciones de co-
dificación como las Convenciones de Viena de 1961
y 1963. Como indicó el Sr. Gros en la Comisión 8, hay
no sólo una sino diversas categorías de convenciones
multilaterales generales, con lo que queda desvirtuado
el primer criterio expuesto en el apartado c del párra-
fo 1 del artículo 1. Esa afirmación queda corroborada
por la muy heterogénea lista de tratados concertados
bajo los auspicios de la Sociedad de las Naciones, que
figura en la parte segunda del informe del Secretario
General (A/5759).

7 British and Foreign State Papers, vol. LXI, pág. 40.
8 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,

vol. I, 667.a sesión, párr. 45.

75. Otra categoría de tratados multilaterales genera-
les, a saber, la Carta de las Naciones Unidas y las cons-
tituciones de los organismos especializados, no son ac-
cesibles a todos los Estados a causa de las condiciones
impuestas en cuanto a la admisión de nuevos miembros.
Hay una tercera categoría de tratados, de fecha más re-
ciente, a los que pueden adherirse virtualmente todos
los países; por ejemplo, la Convención Única de 1961
sobre Estupefacientes o ciertos convenios sobre produc-
tos básicos concertados dentro de las Naciones Unidas.
76. Probablemente las objeciones hechas al procedi-
miento de las Naciones Unidas y el apoyo a la fórmula
«todo Estado» obedecen no tanto al deseo de excluir
Estados como al de excluir a ciertas entidades cuya du-
dosa condición de Estados constituye precisamente el
problema; ahora bien, la norma propuesta en el párra-
fo 1 del artículo 8 del proyecto original o en el nuevo
texto del Relator Especial no puede en ningún caso
autorizar la adhesión de tales entidades a causa de las
disposiciones incluidas en los tratados en que se utiliza
la fórmula de las Naciones Unidas, o a causa de la con-
dición explícita consignada en ambas versiones del ar-
tículo 8. Aun cuando se prescindiese de esa salvedad,
como algunos gobiernos proponen, la identificación del
concepto de universalidad con la fórmula «todo Esta-
do» estaría en contradicción flagrante con la política de
las Naciones Unidas de no considerar como Estado a
aquellas entidades a cuyos habitantes se niega la posi-
bilidad de autodeterminación.
77. Propone por tanto suprimir el artículo 8; en la
medida en que regule cuestiones jurídicas, éstas son per-
tinentes en relación con la adhesión y pueden ser ob-
jeto de un artículo aparte. También debería la Comisión
renunciar a definir los tratados multilaterales generales,
porque sus intentos están condenados al fracaso.

78. El Sr. CASTREN dice que el artículo 8 suscitó
muchas dificultades en 1962. Después de un prolon-
gado debate, la mayoría de la Comisión llegó a un
acuerdo sobre el texto actual que constituye una fórmu-
la de transacción muy modesta, ya que evidentemente,
su campo de aplicación es muy limitado.
79. Personalmente, hubiera preferido un artículo de
mayor alcance, pues cree que, en principio, los tratados
multilaterales generales deben estar abiertos a todos los
Estados miembros de la comunidad internacional. Sobre
todo, si se entiende únicamente por tratados multilatera-
les generales los tratados normativos de aplicación uni-
versal, como sugiere el Relator Especial en sus observa-
ciones sobre el apartado c del párrafo 1 del artículo 1
(A/CN.4/177), no hay razón alguna para impedir que
esos Estados lleguen a ser parte en tales tratados.
80. La situación de los depositarios de tratados puede
ser realmente muy difícil cuando, por ejemplo, reciben
notificaciones de adhesión del gobierno de una entidad
cuya condición jurídica de Estado, como sujeto de dere-
cho internacional, es impugnada o no es reconocida por
todos los miembros de la comunidad internacional. En
sus observaciones sobre el artículo 8, el Relator Especial
dice que no se trata de un obstáculo insuperable; el ora-
dor opina que el reconocimiento es un problema distinto
que no influye decisivamente en la cuestión que se de-
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bate. Tampoco cree que sea frecuente el caso de una en-
tidad carente de personalidad internacional que exprese
el deseo de ser parte en un tratado internacional.
81. El problema objeto del artículo 8 es distinto del
previsto en el artículo 3 (Capacidad para celebrar tra-
tados), en el cual la Comisión tuvo que formular una
definición más bien de tipo teórico que no se prestara a
críticas. En el artículo 8 la Comisión ha de resolver una
cuestión práctica que entraña también una importante
cuestión de principio. Ha dicho lo anterior a fin de evi-
tar que, por haber propuesto la supresión del artículo 3,
se le tache ahora de inconsecuente.
82. En la práctica general de los Estados, y en especial
en la de las Naciones Unidas, no se admite que todos los
Estados tengan libertad de adherirse a los tratados cele-
brados por otros, independientemente de la naturaleza de
esos tratados. La propia Carta establece unas condicio-
nes concretas. De las observaciones formuladas por los
gobiernos acerca del artículo 8 se desprende que sus
puntos de vista van de un extremo al otro. Algunos,
como el de Dinamarca, aceptan la propuesta de la Co-
misión. Es difícil satisfacer a todos. La Comisión podría,
naturalmente, seguir el camino más fácil y presentar
simplemente un artículo que se limite a confirmar la
práctica actual.

83. A su juicio, la Comisión, en virtud de sus atribu-
ciones, debe proponer normas de carácter progresivo y
dar así un primer paso hacia la ampliación del derecho
de los Estados a participar en los tratados multilaterales
generales importantes. Sugiere, por ello, que la Comisión
mantenga su decisión de 1962 y acepte el artículo 8 en
su esencia.
84. Por lo que se refiere a la forma, está de acuerdo
con las propuestas del Relator Especial y del Gobierno
sueco, entre otros, de que se redacte el artículo con ma-
yor claridad y concisión. Está dispuesto a aceptar, con
algunas modificaciones de forma, el texto revisado pro-
puesto por el Relator Especial, que apenas difiere del
sugerido por el Gobierno sueco.

85. El Sr. TUNKIN dice que el párrafo 1 del artículo
trata de uno de los principios fundamentales del dere-
cho de los tratados y que la suerte de todo el proyecto
de la Comisión depende de la forma en que se enuncie.
Todos los miembros conocen las prácticas utilizadas en
la guerra fría, como consecuencia de las cuales se im-
pide a algunos Estados participar en tratados multila-
terales generales. Niega que, desde un punto de vista ju-
rídico, los Estados puedan así excluir de la comunidad
internacional a algunos de sus miembros.

86. El reconocimiento por la Comisión de la existencia
del principio de que los tratados multilaterales generales
deben estar abiertos a la participación de todos los Es-
tados ha representado una contribución importante al
desarrollo del derecho internacional contemporáneo. Se
trata de un aspecto de otro principio fundamental de
jus cogens, a saber, la igualdad soberana de los Estados.
En virtud de la definición del apartado c del párrafo 1
del artículo 1, todo Estado debe tener derecho a parti-
cipar en la elaboración de las normas generales de dere-
cho internacional que han de ser obligatorias para todos.

Impedir por cualquier medio, directo o indirecto, que
algunos Estados participen en tratados multilaterales ge-
nerales, sería incompatible con la naturaleza misma de
esos tratados y perjudicial para el progreso del derecho
internacional. Por ello, se opone rotundamente al párra-
fo 1 del artículo 8, que no es satisfactorio en absoluto y
debe ser modificado para que quede reducido simple-
mente a la siguiente declaración: «En el caso de un tra-
tado multilateral general, todo Estado podrá ser parte
en el tratado». El resto del párrafo debe suprimirse.

Se levanta la sesión a las 12.45 horas.

792.a SESIÓN

Lunes 31 de mayo de 1965, a las 17 horas

Presidente: Sr. Milan BARTOS

Presentes: Sr. Ago, Sr. Amado, Sr. Briggs, Sr. Ca-
dieux, Sr. Castren, Sr. El-Erian, Sr. Elias, Sr. Jiménez
de Aréchaga, Sr. Lachs, Sr. Pal, Sr. Paredes, Sr. Pes-
sou, Sr. Reuter, Sr. Rosenne, Sr. Ruda, Sr. Tabibi,
Sr. Tsuruoka, Sr. Tunkin, Sr. Verdross, Sir Humphrey
Waldock y Sr. Yasseen.

Derecho de los tratados
(A/CN. 4/175 y Add. 1 a 3; A/CN. 4/177 y Add. 1;

A/CN. 4/L. 107)

(continuación)
[Tema 2 del programa]

ARTÍCULO 8 (Partes en un tratado)1 (continuación)

1. El PRESIDENTE invita a la Comisión a seguir
examinando el artículo 8.

2. El Sr. LACHS desea hacer algunas observaciones
sobre los problemas fundamentales que suscita el artícu-
lo 8, dejando de lado las cuestiones de redacción. El
texto preparado por la Comisión en su 14.° período de
sesiones no llegó a ser ni siquiera una transacción entre
dos principios, a saber: el de la llamada libertad de los
Estados para elegir a las otras partes en un instrumento
internacional, y el del carácter universal de las normas
generales de derecho internacional que interesan a todos
los Estados. Este juicio se apoya en las observaciones
de los gobiernos y en las del Relator Especial. Muchos
gobiernos han alegado que el artículo no va lo suficien-
temente lejos; algunos, como el del Japón, han abogado
por que se suprima, en tanto que otros lo han criticado
basándose en que atenta a la libertad de los Estados
contratantes para determinar el alcance del tratado. En
la sesión anterior, el Sr. Briggs adujo argumentos con-
vincentes para suprimir el artículo por completo.

1 Vid. 791.a sesión antes del párr. 61, y párr. 63.


